














































































































































































































































 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO CIVIL MUNICIPAL DE MOSQUERA 

Mosquera, mayo veinticuatro (24) de dos mil veintiuno (2021) 

 

RESTABLECIMIENTO DE DERECHO No. 2021 – 00421. 

           

Procede el despacho a resolver lo que en derecho corresponda respecto 

de la homologación de la decisión emitida por parte de la Comisaria Tercera 

de Familia del Municipio de Mosquera.    

 

A N T E C E D E N T E S 

 

Mediante Resolución No 086 de fecha el día 23 diciembre de 2020, (págs. 707 a 

739), la Comisaria Tercera de Familia de esta municipalidad, adoptó entre otras 

como medidas de restablecimiento de derechos de la menor MIA SALOME 

QUEVEDO ARISTIZABAL las siguientes: 

 

1.- Declarar vulnerados los derechos a la vida, calidad de vida y a un 

ambiente sano, a la integridad personal a tener una familia y no ser separado de ella  

custodia y cuidado personal, por no recibir los cuidados  con la diligencia debida en 

procura de salvaguardar su desarrollo integral, por parte de quienes están llamados a 

dispensarlo situaciones que ameritaron adoptar la medida de protección por lo que 

para garantizar los derechos de la menor MIA SALOME QUEVEDO ARISTIZABAL se 

ordenan las medidas de restablecimiento de derechos: ubicación en medio familiar 

con la progenitora quien velará por su cuidado y protección y deberá brindar a la niña 

el debido cuidado, protección, asistencia necesaria para la formación integral en lo 

relacionado con la educación, hábitos morales, normas de convivencia y en general 

brindarle todas las atenciones necesarias para su desarrollo integral. 

 

Igualmente, no podrá dejarla sola y cuando tenga que salir a cumplir con 

su jornada laboral o cualquier actividad justificable será cuidada por una persona 

mayor de edad responsable y no de su hermano de 15 años. 

 

La madre debe poner especial empeño en continuar con el tratamiento 

para la displasia de cadera de la niña y no exponerla el factor de riesgo de 

permanecer en el mismo techo del abuelastro paterno.  

 

2.-Se ordenó que la custodia y cuidado personal del menor le fuera 

asignada a su progenitora DIANA YASBLEIDY ARISTIZÁBAL. 

 

3.-Continuar con el proceso de intervención psicosocial con la familia a 

través del equipo interdisciplinario de la comisaria, por el término de seis (6) 

meses. 
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La aludida resolución fue notificada en estrados a las partes intervinientes; 

sin embargo, en memorial presentado el quince (15) de enero del año dos mil 

veintiuno (2021) (pags. 753 a 759), en nombre propio el progenitor manifiesta su 

inconformidad con la decisión tomada en el fallo por lo que solicita que sean 

revisadas las actuaciones que se surtieron dentro del presente trámite. 

 

Adujo que no se valoraron en debida forma las pruebas allegadas por el 

quejoso y no se consideró como mínimo una custodia compartida. 

 

Recalcó que la señora DIANA YASBLEIDY ARISTIZÁBAL no ha dado cabal 

cumplimiento en lo que tiene que ver con la cuota alimentaria establecida por 

la Comisaria de Familia y que actualmente no cuenta con un lugar de 

residencia estable. 

 

Finalmente, sostuvo, que durante el tiempo que sus hijos permanecieron 

bajo su cuidado las calidades de vida de los menores mejoraron en cuanto a 

nutrición, aseo, comportamiento, etc. 

 

Por auto calendado veintiocho (28) de enero del año en curso, la 

Comisaria Tercera de familia de esta municipalidad, remitió las presentes 

diligencias a este despacho judicial, ante la inconformidad ante señalada, las 

cuales fueron recibidas mediante correo institucional 

demandasnuevasj01@cendoj.ramajudicial.gov.co el día veinticuatro (24) de 

marzo de 2021. 

 

Consecuencia de lo anterior, entra el juzgado a resolver lo que 

corresponda respecto de la referida homologación. 

 

C O N S I D E R A C I O N E S: 

 

Los presupuestos procesales se encuentran reunidos a cabalidad en el 

caso analizado. Lo anterior indica que la jurisdicción del Estado se encuentra 

legalmente habilitada para emitir un concepto de mérito, como al efecto se 

procede. 

 

Pues bien, las medidas de restablecimiento de derechos son decisiones de 

naturaleza administrativa que decreta la autoridad competente para 

garantizar y restablecer el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y 

adolescentes. Pueden ser provisionales o definitivas, y deberán ser acordes con 

el derecho amenazado o vulnerado, garantizando, en primer término, el 

derecho del menor de edad a permanecer en el medio familia. 

 

El artículo 98 del Código de la Infancia y la Adolescencia establece: 

 

 “En los municipios donde no haya Defensor de Familia, las funciones 

que este Código le atribuye serán cumplidas por el Comisario de 

Familia. En ausencia de ese último, las funciones asignadas al 

defensor al Comisario de Familia corresponderán al Inspector de 

Policía. 

mailto:demandasnuevasj01@cendoj.ramajudicial.gov.co
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A su vez el artículo 53 ibidem, indica que:  

 

“Son medidas de restablecimiento de los derechos de los niños, las 

niñas y los adolescentes las que a continuación se señalan. Para el 

restablecimiento de los derechos establecido en este Código, la 

autoridad competente tomará alguna o varias de las siguientes 

medidas: 

  

1.  Amonestación con asistencia obligatoria a curso pedagógico. 

  

2.  Retiro inmediato del niño, niña o adolescente de la actividad que 

amenace o vulnere sus derechos o de las actividades en que se 

pueda encontrar y ubicación en un programa de atención 

especializada para el restablecimiento del derecho vulnerado.  

  

3.  Ubicación inmediata en medio familiar. 

  

4.  Ubicación en centros de emergencia para los casos en que no 

procede la ubicación en los hogares de paso. 

  

5.  La adopción. 

  

6.  Además de las anteriores, se aplicarán las consagradas en otras 

disposiciones legales, o cualquier otra que garantice la protección 

integral de los niños, las niñas y los adolescentes. 

  

7.  Promover las acciones administrativas o judiciales a que haya lugar. 

  

Parágrafo 1º. La autoridad competente deberá asegurar que en todas 

las medidas provisionales o definitivas de restablecimiento de derechos 

que se decreten, se garantice el acompañamiento a la familia del 

niño, niña o adolescente que lo requiera...” 

  

Por su parte el artículo 103 de la misma obra, modificado por el 

artículo modificado por el artículo  6 de la Ley 1878 de 2018, consagra: 

  

 “CARÁCTER TRANSITORIO DE LAS MEDIDAS DE RESTABLECIMIENTO DE 

DERECHOS Y DE LA DECLARATORIA DE VULNERACIÓN. La autoridad 

administrativa que tenga la competencia del proceso podrá modificar 

las medidas de restablecimiento de derechos previstas en este Código 

cuando esté demostrada la alteración de las circunstancias que 

dieron lugar a ellas. La resolución que así lo disponga se proferirá en 

audiencia y estará sometida a los mecanismos de oposición 

establecidos para el fallo en el artículo 100 del presente Código, 

cuando la modificación se genere con posterioridad a dicha 

actuación. 

 

El auto que fije fecha y hora para la audiencia se notificará por estado 

y no tendrá recursos. 

 

Cuando el cambio de medida se produzca antes de la audiencia de 

pruebas y fallo, deberá realizarse mediante auto motivado, notificado 

por estado, el cual no es susceptible de recurso alguno. 

 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1878_2018.htm#6
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006_pr002.htm#100
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En los procesos donde se declare en situación de vulneración de 

derechos a los niños, niñas y adolescentes, la autoridad administrativa 

deberá hacer seguimiento por un término que no exceda seis (6) 

meses, contados a partir de la ejecutoria del fallo, término en el cual 

determinará si procede el cierre del proceso cuando el niño, niña o 

adolescente esté ubicado en medio familiar y ya se hubiera superado 

la vulneración de derechos; el reintegro al medio familiar cuando el 

niño se hubiera encontrado institucionalizado y la familia cuente con 

las condiciones para garantizar sus derechos; o la declaratoria de 

adoptabilidad cuando del seguimiento se hubiera establecido que la 

familia no cuenta con las condiciones para garantizar los derechos. 

 

En los casos excepcionales que la autoridad administrativa considere 

que debe superarse el término de seguimiento, deberá prorrogarlo 

mediante resolución motivada por un término que no podrá exceder 

de seis (6) meses, contados a partir del vencimiento del término de 

seguimiento inicial. La prórroga deberá notificarse por Estado. 

 

En ningún caso el Proceso Administrativo de Restablecimiento de 

Derechos con el seguimiento podrá exceder los dieciocho (18) meses, 

contados a partir del conocimiento de los hechos por parte de la 

autoridad administrativa hasta la declaratoria de adoptabilidad o el 

reintegro del del niño, niña o adolescente a su medio familiar”. 

Para definir el asunto planteado es de resaltar que la Homologación desde 

siempre se ha instituido como mecanismo de revisión del debido proceso de las 

actuaciones administrativas adelantadas por I.C.B.F. en busca de la protección 

y el restablecimiento de los derechos de los menores, de manera que compete 

al Juez natural, por mandato del art. 119 No. 1 y 123 de la ley 1098 de 2006, 

verificar que en dicha actuación se haya observado el debido proceso y 

permitido la intervención de los interesados, amén de haberse notificado todas 

las decisiones adoptadas, resuelto las peticiones elevadas por los intervinientes y 

garantizado su derecho de defensa sin que ello implique una mera revisión 

formal y superficial de la actuación tal como lo ha establecido  la Corte 

Constitucional en sentencia  T-844 de 2011. 

“Los jueces como garantes de derechos máxime cuando se tratan de los 

derechos de sujetos de especial protección como lo son los menores de 

dieciocho años, deben ejercer su potestad para conocer en detalle el todo lo 

concerniente a la situación real de los niños, niñas y adolescentes que se 

solicitan dar en adopción. Su actuación no se puede limitar a ser fedantes del 

proceso administrativo –antes de protección hoy de restablecimiento- No. Su 

obligación como jueces en un Estado Social de Derecho y llamados como 

ninguno a proteger los derechos fundamentales de este grupo vulnerable, le 

imponen la obligación de indagar a fondo y requerir pruebas con el propósito 

de evitar que se incurran en errores como los que se cometieron en el caso 

bajo estudio. 

En suma, su labor exige el desempeño de un papel activo y comprometido 

con la tarea de proteger y propender por la realización efectiva de los 

derechos fundamentales de los menores de dieciocho años. En 

consecuencia, no se puede seguir admitiendo que los jueces de familia en un 

proceso que es de la mayor trascendencia para un verdadero 

restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes funjan 

como simples testigos de la actuación del ICBF. No, su actividad tiene que ir 

más allá y hacer uso de sus poderes oficiosos para decretar pruebas y lograr 

un verdadero convencimiento sobre las decisiones que están llamados a 

tomar.” (Sentencia T-844/11 Corte Const. M.P.:Jorge I. Pretelt Chaljub) 

(Negrillas  del Juzgado).  
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En el caso bajo estudio corresponde definir la legalidad de la decisión 

tomada por la Comisaria Tercera de Mosquera en audiencia del veintitrés (23) 

de diciembre de dos mil veinte (2020) en cuanto a declarar la ubicación en 

medio familiar de la niña MIA SALOME QUEVEDO ARISTIZABAL de 3 años, en el 

medio familiar de la progenitora, por hallarla en estado de vulneración de sus 

derechos. 

 Sobre el particular, es de advertir que las personas menores de 18 años 

son sujetos de especial protección y que sus derechos tienen prelación 

constitucional cuya regulación legal está consagrada en la ley 1098 de 2006, 

conocida como la ley de infancia y adolescencia, resaltando entre estos el 

derecho a la vida y a la calidad de vida, a la integridad personal y de 

protección. Precisamente éste último implica que los niños, niñas y adolescentes 

deben ser protegidos contra el abandono físico, emocional y psico-afectivo de 

sus padres o responsables y como medidas de restablecimiento de dichos 

derechos cuando han sido vulnerados o se encuentran en riesgo se encuentra 

la ubicación en medio familiar. 

Dicho lo anterior y para efectos de establecer la viabilidad o no de la 

homologación de la Resolución No 086 de 23 de diciembre de 2020 por medio 

de la cual se adoptaron medidas de restablecimiento de derechos a favor de 

la menor MIA SALOME QUEVEDO ARISTIZABAL, se debe tener presente el material 

probatorio recaudado dentro de la presente acción.  

 

En este preciso momento es pertinente referir que este despacho hará 

pronunciamiento respecto a la inconformidad del señor EDUIN ALEXANDER 

QUEVEDO JAIMES, la cual se centra en el otorgamiento de la custodia a favor 

de DIANA YASBLEIDY ARISTIZÁBAL. 

 

Como primera medida se establece que obra auto de apertura de 

investigación administrativa en favor del menor JAIDER STEVEN QUEVEDO 

ARISTIZÁBAL, hijo de los señores EDUIN ALEXANDER QUEVEDO JAIMES y DIANA 

YASBLEIDY ARISTIZÁBAL, con el fin de restablecerle sus derechos (pág. 89). 

 

Al lado de ello, el Despacho encuentra que se puede determinar con la 

abundante prueba documental que, la menor MIA SALOME QUEVEDO 

ARISTIZABAL, al encontrarse bajo el cuidado del padre se encuentra en estado 

de vulnerabilidad y peligro como quiera que cuando el padre sale a trabajar 

quien cuida a la menor es  la abuela paterna quien convive con el abuelastro  

quien tiene  antecedentes de abuso sexual a menores de edad y que fueron 

denunciados ante la Fiscalía por las presuntas víctimas, tanto así  que en auto 

de apertura  de fecha 15 de enero de 2020 (págs. 83 a 86),  se adoptó como 

medida provisional de restablecimiento de la niña MIA SALOME QUEVEDO 

ARISTIZABAL,  la ubicación de medio familiar extenso con la señora ANA LETICIA 

JAIMES QUEVEDO, familiar por parte paterna, atendiendo especialmente a los 

hallazgos de las acciones de verificación de derechos.  

 

En entrevista realizada a la señora ANA LETICIA JAIMES HERRERA el 11 de 

febrero de 2020 (pags. 121 y 122), manifiesta “cuando dejaban la niña donde 
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mi hermana   nosotros le decíamos a DIANA no la deje allá por lo de mi cuñado 

y no hacía caso y ahora si se preocupa (…)  y en declaración de 13 de febrero 

de 2020 realizada por EDUIN ALEXANDER QUEVEDO cuando se le indaga si 

conoce familia extensa que pueda cuidar a los menores indica “a mi me 

gustaría mi mamá, los adora el esposo es un señor y una denuncia no significa 

que sea cierto, pero comprendo que no es posible”. 

 

En segundo lugar, téngase en cuenta que si es cierto la visita domiciliaria 

efectuada el 26 de febrero de 2020 en el lugar de residencia del señor 

QUEVEDO JAIMES (pags. 487 a 492), esto es, en la carrera 2 B E No 16 A-51 Barrio 

Porvenir centro, da cuenta de las adecuadas condiciones de habitabilidad del 

padre también lo es, que el citado en dicha ocasión manifestó que: “según mi 

turno yo estoy pendiente de ellos” de lo que se infiere que no cuenta con la 

disponibilidad que se requiere para asumir de manera continua la custodia y 

cuidado de sus hijos en tanto depende de los horarios de su trabajo. 

 

En visita institucional de fecha 16 de abril de 2020 realizada el domicilio de 

la señora ANA LETICIA JAIMES HERRERA (pags. 565 y 566) , esta refiere “ en estos 

momentos la niña esta con el papá , el lleva mucho sin verla por el trabajo y 

esta semana lo mandaron para la casa entonces el lunes la recogió” 

  

Contrario a lo que sucede respecto del señor EDUIN ALEXANDER QUEVEDO 

JAIMES, la señora DIANA YASBLEIDY de acuerdo con la visita domiciliaria y 

valoración realizada el 29 de abril de 2020 (pags. 579 a 584), cuenta con las 

condiciones adecuadas habitacionales para ejercer la custodia de MIA 

SALOME QUEVEDO ARISTIZABAL, quien además en la actualidad está ejerciendo 

el proceso de cuidado de la menor encargándose de suplir las necesidades. 

 

 Situaciones que para este caso cobran mayor relevancia, para que la 

ubicación de la menor y custodia de la misma queden en cabeza de la 

progenitora, pues se itera, las medidas dispuestas tienen como fin de velar por 

el interés superior de la menor.  
 

Además, en el concepto social de la visita de seguimiento por el área 

trabajo social realizada el 11 de noviembre de 2020 (págs. 673 y 674) se indica “ 

de acuerdo a la visita se identifica JAIDER STEVEN QUEVEDO, estaría pernotando 

en el domicilio de su abuela paterna, situación que debe ser revisada por el 

equipo intediciplimnario de la Comisaria Tercera de Familia y la autoridad 

administrativa para tomar medidas necesarias”  

 

Así las cosas, se puede determinar que la comisaria ha toma decisiones 

acertadas tenido en cuenta la circunstancia especial que rodea este caso, 

decisión tomada a fin de brindar apoyo y proteger los derechos del menor.  

 

Es por tal motivo que la suscrita realizando un estudio detallado de las 

pruebas obrantes al expediente, concluye que la medida de restablecimiento 

de derechos, se ajusta a los hechos y conforme derecho corresponde, 

aclarando a los interesados que el objeto no es separar a la menor de su 
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progenitor, ni que este no siga ejerciendo su roll de padre, pues para que el 

menor tenga estabilidad emocional, psicológica y seguridad, deben cesar 

todos los actos que pueda afectar su entorno e integridad, buscando la ayuda 

profesional respectiva, a fin de que exista un efectivo restablecimiento de 

derechos. 

 

Acorde a lo ya expuesto, a juicio del juzgado se ajustó a derecho la 

medida DE RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS que fuera adoptada por la 

Comisaría Tercera de Familia de Mosquera en resolución del veintitrés (23) de 

diciembre de dos mil veinte (2020), pues con la misma es evidente que no se 

busca otra cosa que proteger los derechos fundamentales de la menor MIA 

SALOME QUEVEDO ARISTIZABAL, razón por la que este juzgado, al tenor de lo 

dispuesto por el artículo 100 del Código de la Infancia y la Adolescencia y 

evidenciándose que se cumplieron los requisitos de ley en el trámite 

administrativo, deberá HOMOLOGAR dicha resolución. 

 

Por lo expuesto, LA JUEZ CIVIL MUNICIPAL DE MOSQUERA – C/MARCA, 

ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY; 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: HOMOLOGAR la RESOLUCIÓN NO 085 del VEINTITRÉS (23) DE 

ICIEMBRE DE DOS MIL VEINTE (2020), por medio de la cual LA COMISARIA 

TERCERA DE FAMILIA DE MOSQUERA - C/MARCA, adoptó MEDIDA DE 

RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS a favor de la menor MIA SALOME QUEVEDO 

ARISTIZABAL. 

 

SEGUNDO: ADVERTIR que contra la presente SENTENCIA DE 

HOMOLOGACIÓN no procede recurso alguno. 

 

 TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión al señor EDUIN ALEXANDER QUEVEDO 

JAIMES y a DIANA YASBLEIDY ARISTIZÁBAL para lo pertinente. 

 

CUARTO: :  Por contener la presente providencia firma electrónica se 

presume autentica y la misma podrá ser validada a través del 

siguiente link: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/valid

arDocumento 

 

  QUINTO: DEVOLVER las diligencias a la Comisaría de origen, previa 

anotación en los radicadores.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
 
 

 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/validarDocumento
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/validarDocumento
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JUEZ MUNICIPAL 

JUZGADO 001 CIVIL MUNICIPAL DE MOSQUERA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 

validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 
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Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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LA ANTERIOR PROVIDENCIA SE NOTIFICA 

POR ESTADO N º 034  DE VEINTICINCO (25) DE MAYO DE DOS MIL 
VEINTIUNO (2021) FIJADO A LA HORA DE LAS 8:00 A.M. 

 
BERNARDO OSPINA AGUIRRE 

SECRETARIO 

 

 

 



 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO CIVIL MUNICIPAL DE MOSQUERA 

Mosquera, mayo veinticuatro (24) de dos mil veintiuno (2021) 

 

RESTABLECIMIENTO DE DERECHO No. 2021 – 00422. 

 

Procede el Despacho a resolver lo que en derecho corresponda 

respecto de la homologación de la decisión emitida por parte de la comisaria 

Tercera de Familia de esta municipalidad. 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

Mediante resolución de fecha 21 de diciembre de 2020, la Comisaria 

Tercera de Familia de esta municipalidad, adoptó entre otras como medidas de 

restablecimiento de derechos del menor SAMUEL FELIPE CORREDOR TOVAR: 

 

“… declarar vulnerados los derechos a la vida, calidad de vida y a un ambiente 

sano, a la integridad personal a tener una familia y no ser separado de ella  

custodia y cuidado personal, por no recibir los cuidados  con la diligencia 

debida en procura de salvaguardar su desarrollo integral, por parte de quienes 

están llamados a dispensarlo situaciones que ameritaron adoptar la medida de 

protección por lo que para garantizar los derechos del menor se confirman las 

medidas de restablecimiento de derechos amonestación, atención terapéutica 

para el adolescente y padres, ubicación con la familia paterna (progenitor  

quien velará por su cuidado, protección y deberá brindar al adolescente el 

debido cuidado, protección asistencia necesaria para su formación integral, en 

lo relacionado con la educación, hábitos morales, salud, normas de 

convivencia y en general a brindarle todas las atenciones necesarias para su 

desarrollo integral, no podrá dejarlo solo y cuando tenga que salir a cumplir con 

su jornada laboral o cualquier actividad justificable, será cuidado por una 

persona mayor de edad responsable )”. 

 

De igual forma, la custodia provisional del menor le fue asignada a su 

progenitor RAFAEL ANTONIO CORREDOR CASTRO, quien debe velará por su cuidado y 

protección y se reglamentaron las visitas al menor a favor de la señora DIANA 

CAROLINA TOVAR. 

 

  Dicha resolución fue notificada en estrados a las partes intervinientes y en 

memorial presentado el 12 de enero de 2021, en nombre propio la progenitora indica 

no estar de acuerdo con la decisión tomada en el fallo, interponiendo recurso de 

apelación fuera del término (págs. 636 a 642).  

 

  Por auto de 28 de enero de 2021, la Comisaria Tercera de Familia de esta 

municipalidad, RECHAZÓ POR IMPROCEDENTE el recurso de apelación impetrado por 

la madre del menor DIANA CAROLINA TOVAR  y ordenó remitir las presentes diligencias 

a este despacho judicial, ante la inconformidad antes señalada, lo cual fue recibido 

por correo institucional  demandasnuevasj01@cendoj.ramajudicial.gov.co, el 24 de 

marzo de 2021. (pág. 671)  

mailto:demandasnuevasj01@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Consecuencia de lo anterior, entra el juzgado a resolver lo que 

corresponda respecto de la referida homologación. 

 

C O N S I D E R A C I O N E S: 

 

 El artículo 98 del Código de la Infancia y la Adolescencia establece:  

 

“En los municipios donde no haya Defensor de Familia, las funciones que este 

Código le atribuye serán cumplidas por el Comisario de Familia. En ausencia 

de ese último, las funciones asignadas al defensor al Comisario de Familia 

corresponderán al Inspector de Policía.  

 

A su vez el artículo 53 ibídem, indica que: “Son medidas de restablecimiento 

de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes las que a 

continuación se señalan. Para el restablecimiento de los derechos establecido 

en este Código, la autoridad competente tomará alguna o varias de las 

siguientes medidas: 

 

1.  Amonestación con asistencia obligatoria a curso pedagógico. 

 

2.  Retiro inmediato del niño, niña o adolescente de la actividad que 

amenace o vulnere sus derechos o de las actividades en que se pueda 

encontrar y ubicación en un programa de atención especializada para el 

restablecimiento del derecho vulnerado. 

 

3.  Ubicación inmediata en medio familiar. 

 

4.  Ubicación en centros de emergencia para los casos en que no procede la 

ubicación en los hogares de paso. 

 

5.  La adopción. 

 

6.  Además de las anteriores, se aplicarán las consagradas en otras 

disposiciones legales, o cualquier otra que garantice la protección integral de 

los niños, las niñas y los adolescentes. 

 

7.  Promover las acciones administrativas o judiciales a que haya lugar.  

 

Parágrafo 1º. La autoridad competente deberá asegurar que en todas las 

medidas provisionales o definitivas de restablecimiento de derechos que se 

decreten, se garantice el acompañamiento a la familia del niño, niña o 

adolescente que lo requiera...” 

 

Por su parte el artículo 103 de la misma obra, modificado por el artículo 

modificado por el artículo  6 de la Ley 1878 de 2018, consagra:  

 

 “CARÁCTER TRANSITORIO DE LAS MEDIDAS DE RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS Y DE 

LA DECLARATORIA DE VULNERACIÓN. La autoridad administrativa que tenga la 

competencia del proceso podrá modificar las medidas de restablecimiento de 

derechos previstas en este Código cuando esté demostrada la alteración de las 

circunstancias que dieron lugar a ellas. La resolución que así lo disponga se proferirá 

en audiencia y estará sometida a los mecanismos de oposición establecidos para el 

fallo en el artículo 100 del presente Código, cuando la modificación se genere con 

posterioridad a dicha actuación. 

 

El auto que fije fecha y hora para la audiencia se notificará por estado y no tendrá 

recursos. 

 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1878_2018.htm#6
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006_pr002.htm#100
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Cuando el cambio de medida se produzca antes de la audiencia de pruebas y 

fallo, deberá realizarse mediante auto motivado, notificado por estado, el cual no 

es susceptible de recurso alguno. 

 

En los procesos donde se declare en situación de vulneración de derechos a los 

niños, niñas y adolescentes, la autoridad administrativa deberá hacer seguimiento 

por un término que no exceda seis (6) meses, contados a partir de la ejecutoria del 

fallo, término en el cual determinará si procede el cierre del proceso cuando el niño, 

niña o adolescente esté ubicado en medio familiar y ya se hubiera superado la 

vulneración de derechos; el reintegro al medio familiar cuando el niño se hubiera 

encontrado institucionalizado y la familia cuente con las condiciones para 

garantizar sus derechos; o la declaratoria de adoptabilidad cuando del seguimiento 

se hubiera establecido que la familia no cuenta con las condiciones para garantizar 

los derechos. 

 

En los casos excepcionales que la autoridad administrativa considere que debe 

superarse el término de seguimiento, deberá prorrogarlo mediante resolución 

motivada por un término que no podrá exceder de seis (6) meses, contados a partir 

del vencimiento del término de seguimiento inicial. La prórroga deberá notificarse 

por Estado. 

 

En ningún caso el Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos con el 

seguimiento podrá exceder los dieciocho (18) meses, contados a partir del 

conocimiento de los hechos por parte de la autoridad administrativa hasta la 

declaratoria de adoptabilidad o el reintegro del niño, niña o adolescente a su 

medio familiar”. 

 

Para definir el asunto planteado es de resaltar que la Homologación 

desde siempre se ha instituido como mecanismo de revisión del debido proceso de 

las actuaciones administrativas adelantadas por I.C.B.F. en busca de la protección y 

el restablecimiento de los derechos de los menores, de manera que compete al Juez 

natural, por mandato del art. 119 No. 1 y 123 de la ley 1098 de 2006, verificar que en 

dicha actuación se haya observado el debido proceso y permitido la intervención 

de los interesados, amén de haberse notificado todas las decisiones adoptadas, 

resuelto las peticiones elevadas por los intervinientes y garantizado su derecho de 

defensa sin que ello implique una mera revisión formal y superficial de la actuación 

tal como lo ha establecido  la Corte Constitucional en sentencia  T-844 de 2011.  

 

“Los jueces como garantes de derechos máxime cuando se tratan de los 

derechos de sujetos de especial protección como lo son los menores de 

dieciocho años, deben ejercer su potestad para conocer en detalle el todo lo 

concerniente a la situación real de los niños, niñas y adolescentes que se 

solicitan dar en adopción. Su actuación no se puede limitar a ser fedantes del 

proceso administrativo –antes de protección hoy de restablecimiento- No. Su 

obligación como jueces en un Estado Social de Derecho y llamados como 

ninguno a proteger los derechos fundamentales de este grupo vulnerable, le 

imponen la obligación de indagar a fondo y requerir pruebas con el propósito 

de evitar que se incurran en errores como los que se cometieron en el caso 

bajo estudio.  

 

En suma, su labor exige el desempeño de un papel activo y comprometido 

con la tarea de proteger y propender por la realización efectiva de los 

derechos fundamentales de los menores de dieciocho años. En consecuencia, 

no se puede seguir admitiendo que los jueces de familia en un proceso que es 

de la mayor trascendencia para un verdadero restablecimiento de los 

derechos de los niños, niñas y adolescentes funjan como simples testigos de la 

actuación del ICBF. No, su actividad tiene que ir más allá y hacer uso de sus 

poderes oficiosos para decretar pruebas y lograr un verdadero 
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convencimiento sobre las decisiones que están llamados a tomar.” (Sentencia 

T-844/11 Corte Const. M.P.:Jorge I. Pretelt Chaljub) (Negrillas  del Juzgado).  

 

En el caso bajo estudio corresponde definir la legalidad de la decisión 

tomada por la Comisaría Tercera de Familia de Mosquera en audiencia del 21 de 

diciembre de 2020, en cuanto a restablecer los derechos del menor SAMUEL FELIPE 

CORREDOR TOVAR, de 13 años de edad por hallarlo en estado de vulneración de sus 

derechos. 

 

Sobre el particular, es de advertir que las personas menores de 18 años 

son sujetos de especial protección y que sus derechos tienen prelación 

constitucional cuya regulación legal está consagrada en la ley 1098 de 2006, 

conocida como la ley de infancia y adolescencia, resaltando entre estos el derecho 

a la vida y a la calidad de vida, a la integridad personal y de protección. 

Precisamente éste último implica que los niños, niñas y adolescentes deben ser 

protegidos contra el abandono físico, emocional y psico-afectivo de sus padres o 

responsables y como medidas de restablecimiento de dichos derechos cuando han 

sido vulnerados o se encuentran en riesgo se encuentra la ubicación en medio 

familiar. 

 

Dicho lo anterior, y para efectos de establecer la viabilidad o no de la 

HOMOLOGACIÓN de la resolución N° 084 de 21 de diciembre de 2020 (págs. 584 a 

619), por medio de la cual se adoptaron medidas de RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS 

a favor del menor SAMUEL FELIPE CORREDOR TOVAR, se debe tener presente el material 

probatorio recaudado dentro de la presente acción. 

 

En este preciso momento es pertinente referir que este despacho hará 

pronunciamiento respecto a la inconformidad de la Sra. DIANA CAROLINA TOVAR, la 

cual se centra en que no se tuvo en cuenta la declaración del BRADON SANTIAGO 

MONCADA TOVAR, además de no haberse tomado la declaración de SAMUEL FELIPE 

CORREDOR TOVAR en la fecha de audiencia.  

 

Como primera medida se establece que obra auto de apertura de 

investigación administrativa en favor del menor SAMUEL FELIPE CORREDOR TOVAR, hijo 

de los señores DIANA CAROLINA TOVAR Y RAFAEL ANTONIO CORREDOR CASTRO, con el 

fin de restablecerle sus derechos (págs. 44 y 45). 

 

  Al lado de ello, el Despacho encuentra que se puede determinar con la 

abundante prueba documental que el menor SAMUEL FELIPE CORREDOR TOVAR, ha 

sido afectado emocionalmente, psicológica y psicoactivamente, debido al trato que 

recibe por parte de su madre. 

 

  Lo anterior se colige, en orden a lo relatado por el menor en fechas 

disímiles, como dan cuenta de ello los varios dictámenes emitidos por los diferentes 

profesionales del grupo interdisciplinario adscritos a la Comisaria segunda de Familia 

de Funza (págs. 28 a 34, 38 a 40), así como de la Comisaría Tercera de Mosquera 

(págs. 122 a 126, 206 a 210 y 570 a 567). 
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  Es preciso advertir que mal puede indicar la señora DIANA CAROLINA 

TOVAR que la Comisaría Tercera de Familia, al momento de proferir el fallo 

correspondiente  no  tuvo en cuenta la declaración rendida por su hijo  BRANDON 

SANTIAGO  MONCADA TOVAR, pues nótese que el testigo manifiesta  “viví mucho 

maltrato en ese núcleo familiar,  mi hermano mayor y yo tuvimos muchas experiencias 

de maltrato físico y psicológico como pellizcos, empujones golpes y eso lo marca a 

uno  al crecer (…) dejo copia de la custodia que le quitan a mi mamá en el año 2007 

por lo que vivimos con mi mamá que fue tanto el maltrato, se la quitan a mi mamá y se 

la dieron a mi abuela materna” (pag. 604), ello evidencia que siempre ha existido 

violencia en el entorno de la señora DIANA CAROLINA TOVAR, y mas sobre sus hijos al 

punto de que le dieran la custodia de sus otros 2 hijos a la abuela materna. 

 

  De otra parte la Comisaria tuvo en cuenta el informe de Psicología Clínica 

realizado por el Dr. JONATHAN ALEJANDRO HUERFANO, en el que el menor refiere que 

su progenitora ejerce maltrato físico y psicológico y aduce algunas formas de castigo 

con topografía aversivas presentando signos de ansiedad al momento de relatar los 

hechos.   

 

  El informe médico legal de fecha 17 de enero en el que refiere “que la 

mamá lo golpeó con un palo de escoba en las piernas dejándolo con moretones y 

cojo” 

 

  En el informe psicosocial de 17 de enero de 2020, como conclusiones y 

recomendaciones el área de psicología y trabajo social adscritas a la comisaría, 

consideran pertinente iniciar PROCESO ADMINISTRATIVO DE RESTABLECIMIENTO DE 

DERECHOS a favor del menor SAMUEL FELIPE CORREDOR TOVAR, como quiera que a 

partir de la información recolectada consideran que existe gravedad y frecuencia en 

la forma de corrección utilizada por la progenitora. 

 

  Además de lo anterior, en entrevista realizada al adolescente en enero de 

2020, se reitera en sus afirmaciones de maltrato por parte de su progenitora, así como 

en las valoraciones realizadas el 21 de abril y 31 de julio de la misma anualidad. 

 

  En vista a los informes realizados por los equipos interdisciplinarios la 

Comisaria no evidenció que fuera necesario tomar la declaración del menor en 

audiencia de fallo, en virtud a  que se le estaría revictimizando,  más aún al 

encontrarse   en presencia de sus dos padres generándosele un ambiente de estrés y 

tensión al  tener que testificar contra uno de ellos, amen que es suficiente con las 

declaraciones tomadas con anterioridad dentro del trámite del PARD. 

 

  Ahora bien, del mismo modo se evidencia que DIANA CAROLINA TOVAR, 

posteriormente a la emisión del fallo, no cumple con el régimen de visitas establecido 

ni procura cumplir con las citas médicas programadas a SAMUEL FELIPE CORREDOR 

TOVAR (págs. 654 a 658), igualmente, es evidente el problema que le genera que el 

padre del menor trate de comunicarse con el cuándo esta con ella , amén que obra 

informe de seguimiento psicosocial de inasistencia por parte de  DIANA CAROLINA 

TOVAR y en el que el padre del menor señala que el adolescente se encuentra con 

ella. 
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  Es por tal motivo, la  suscrita realizando un estudio detallado de las pruebas 

obrantes al expediente, determina que la MEDIDA DE RESTABLECIMIENTO DE 

DERECHOS decretada mediante la Resolución N° 084 de 21 de diciembre de 2020, se 

ajusta a los hechos y conforme derecho corresponde, aclarando a los interesados que 

el objeto no es separar al menor de su progenitora, ni que esta no siga ejerciendo su 

roll de madre, pues para que el menor tenga estabilidad emocional, psicológica  y 

seguridad, deben cesar todos los actos que pueda afectar su entorno e integridad, 

buscando la ayuda profesional respectiva, a fin de que exista un efectivo 

restablecimiento de derechos. 

 

  Acorde a lo ya expuesto, a juicio del juzgado se ajustó a derecho la 

MEDIDA DE RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS que fuera adoptada por la Comisaría en 

Resolución del  el 21 de diciembre de 2020, pues con la misma es evidente que no se 

busca otra cosa que proteger los derechos fundamentales del menor SAMUEL FELIPE 

CORREDOR TOVAR, razón por la que este juzgado, al tenor de lo dispuesto por el 

artículo 100 del Código de la Infancia y la Adolescencia y evidenciándose que se 

cumplieron los requisitos de ley en el trámite administrativo, deberá HOMOLOGAR 

dicha resolución. 

 

Por lo expuesto, EL JUEZ CIVIL MUNICIPAL DE MOSQUERA – C/MARCA, 

ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY 

 

R E S U E L V E: 

 

 PRIMERO: HOMOLOGAR la RESOLUCIÓN N° 084 DE 21 DE DICIEMBRE DE 2020, 

por medio de la cual la COMISARIA TERCERA DE FAMILIA DE MOSQUERA - 

CUNDIMARCA, adoptó MEDIDA DE RESTABLECIMIENTO DE DERECHOs a favor del menor 

SAMUEL FELIPE CORREDOR TOVAR. 

 

  SEGUNDO: ADVERTIR que contra la presente SENTENCIA DE 

HOMOLOGACIÓN NO PROCEDE RECURSO ALGUNO. 

 

 TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión a la señora DIANA CAROLINA TOVAR y 

a RAFAEL ANTONIO CORREDOR CASTRO para lo pertinente. 

 

CUARTO: Por contener la presente providencia firma electrónica se 

presume autentica y la misma podrá ser validada a través del siguiente link: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/validarDocumento 

 

  QUINTO: DEVOLVER las diligencias a la Comisaría de origen, previa 

anotación en los radicadores.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/validarDocumento
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BERNARDO OSPINA AGUIRRE 

SECRETARIO 
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Mosquera, mayo veinticuatro (24) de dos mil veintiuno (2021) 

PROCESO No2021-00423 

            

Procede el despacho a resolver lo que en derecho corresponda respecto 

de la HOMOLOGACIÓN de la decisión emitida por parte de la Comisaria Tercera 

de Familia del Municipio de Mosquera.    

 

A N T E C E D E N T E S 

 

Mediante Resolución No 085 de fecha el día veintitrés (23) diciembre de dos 

Mil veinte (2020), la Comisaria Tercera de Familia de esta municipalidad, adoptó 

entre otras como medidas de restablecimiento de derechos del menor JAIDER 

STEVEN QUEVEDO ARISTIZÁBAL las siguientes: 

 

 1.- Ubicar al adolescente JAIDER STEVEN QUEVEDO ARISTIZÁBAL en medio 

familiar con la progenitora quien velará por su cuidado y protección, asistencia 

necesaria para su formación integral en lo relacionado con la educación, 

hábitos morales, salud, normas de convivencia etc. Adicional a ello, se dejó 

expreso que no podrá dejar solo a Jaider Steven y que cuando tenga que salir a 

cumplir con sus deberes laborales, este deberá ser cuidado por un mayor de 

edad responsable y se le asignara la responsabilidad de cuidar a su hermana de 

3 años de edad. 

 

2.-Se ordenó que la custodia y cuidado personal del menor le fuera 

asignada a su progenitora DIANA YASBLEIDY ARISTIZÁBAL. 

 

3.-Continuar con el proceso de intervención psicosocial con la familia a 

través del equipo interdisciplinario de la comisaria, por el término de seis (6) 

meses. 

 

Aunado lo anterior, en la parte considerativa, ordenó a las partes dar 

cumplimiento con lo acordado en el acta de conciliación de fecha 22 de marzo 

de 2019, en donde se dejó establecida la cuota alimentaria a cargo de su 

progenitor EDUIN ALEXANDER QUEVEDO JAIMES, por una suma mensual de $ 

250.000.oo; $300.000.oo en bonos para compra de mercado; la entrega de 

dineros provenientes de subsidio familiar; los aportes para la educación, salud 

vivienda, vestuario del menor y todo lo relacionado con el régimen de visitas. 
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En dicha providencia también se ordenó atención terapéutica por la ESP 

para los padres y por último se dijo que la madre debe evitar exponerlo al factor 

de riesgo de permanecer bajo el mismo techo que el de su abuelastro (págs. 45 

a 51). 

 

La aludida resolución fue notificada en estrados a las partes intervinientes; 

sin embargo, en memorial presentado el quince (15) de enero del año dos mil 

veintiuno (2021), en nombre propio el progenitor manifiesta su inconformidad con 

la decisión tomada en el fallo por lo que solicita que sean revisadas las 

actuaciones que se surtieron dentro del presente trámite. 

 

Adujo que no se valoraron en debida forma las pruebas allegadas por el 

quejoso, como tampoco se tuvo en cuenta lo señalado por el menor, quien 

manifestó en su momento su deseo de convivir con su padre o su abuela paterna. 

 

Recalcó que la señora Diana Yasbleidy Aristizábal no ha dado cabal 

cumplimiento en lo que tiene que ver con la cuota alimentaria establecida por 

la Comisaria de Familia y que actualmente no cuenta con un lugar de residencia 

estable. 

 

Finalmente, sostuvo, que durante el tiempo que sus hijos permanecieron 

bajo su cuidado las calidades de vida de los menores mejoraron en cuanto a 

nutrición, aseo, comportamiento, etc. 

 

Por auto calendado 28 de enero del año en curso, la Comisaria Tercera de 

familia de esta municipalidad, remitió las presentes diligencias a este despacho 

judicial, ante la inconformidad ante señalada, las cuales fueron recibidas 

mediante correo institucional demandasnuevasj01@cendoj.ramajudicial.gov.co 

el día veinticuatro (24) de marzo de 2021. 

 

Consecuencia de lo anterior, entra el juzgado a resolver lo que corresponda 

respecto de la referida homologación. 

 

 

 

C O N S I D E R A C I O N E S: 

 

Los presupuestos procesales se encuentran reunidos a cabalidad en el caso 

analizado. Lo anterior indica que la jurisdicción del Estado se encuentra 

mailto:demandasnuevasj01@cendoj.ramajudicial.gov.co
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legalmente habilitada para emitir un concepto de mérito, como al efecto se 

procede. 

 

Pues bien, las medidas de restablecimiento de derechos son decisiones de 

naturaleza administrativa que decreta la autoridad competente para garantizar 

y restablecer el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 

Pueden ser provisionales o definitivas, y deberán ser acordes con el derecho 

amenazado o vulnerado, garantizando, en primer término, el derecho del menor 

de edad a permanecer en el medio familia. 

 

El artículo 98 del Código de la Infancia y la Adolescencia establece: 

 

 “En los municipios donde no haya Defensor de Familia, las funciones que este 

Código le atribuye serán cumplidas por el Comisario de Familia. En ausencia de 

ese último, las funciones asignadas al defensor al Comisario de Familia 

corresponderán al Inspector de Policía. 

  

A su vez el artículo 53 ibidem, indica que:  

 

“Son medidas de restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los 

adolescentes las que a continuación se señalan. Para el restablecimiento de 

los derechos establecido en este Código, la autoridad competente tomará 

alguna o varias de las siguientes medidas: 

  

1.  Amonestación con asistencia obligatoria a curso pedagógico. 

  

2.  Retiro inmediato del niño, niña o adolescente de la actividad que amenace 

o vulnere sus derechos o de las actividades en que se pueda encontrar y 

ubicación en un programa de atención especializada para el restablecimiento 

del derecho vulnerado.  

  

3.  Ubicación inmediata en medio familiar. 

  

4.  Ubicación en centros de emergencia para los casos en que no procede la 

ubicación en los hogares de paso. 

  

5.  La adopción. 

  

6.  Además de las anteriores, se aplicarán las consagradas en otras 

disposiciones legales, o cualquier otra que garantice la protección integral de 

los niños, las niñas y los adolescentes. 

  

7.  Promover las acciones administrativas o judiciales a que haya lugar. 
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Parágrafo 1º. La autoridad competente deberá asegurar que en todas las 

medidas provisionales o definitivas de restablecimiento de derechos que se 

decreten, se garantice el acompañamiento a la familia del niño, niña o 

adolescente que lo requiera...” 

  

Por su parte el artículo 103 de la misma obra, modificado por el 

artículo modificado por el artículo  6 de la Ley 1878 de 2018, consagra: 

  

 “CARÁCTER TRANSITORIO DE LAS MEDIDAS DE RESTABLECIMIENTO DE 

DERECHOS Y DE LA DECLARATORIA DE VULNERACIÓN. La autoridad 

administrativa que tenga la competencia del proceso podrá modificar las 

medidas de restablecimiento de derechos previstas en este Código cuando 

esté demostrada la alteración de las circunstancias que dieron lugar a ellas. La 

resolución que así lo disponga se proferirá en audiencia y estará sometida a los 

mecanismos de oposición establecidos para el fallo en el artículo 100 del 

presente Código, cuando la modificación se genere con posterioridad a dicha 

actuación. 

 

El auto que fije fecha y hora para la audiencia se notificará por estado y no 

tendrá recursos. 

 

Cuando el cambio de medida se produzca antes de la audiencia de pruebas 

y fallo, deberá realizarse mediante auto motivado, notificado por estado, el 

cual no es susceptible de recurso alguno. 

 

En los procesos donde se declare en situación de vulneración de derechos a 

los niños, niñas y adolescentes, la autoridad administrativa deberá hacer 

seguimiento por un término que no exceda seis (6) meses, contados a partir de 

la ejecutoria del fallo, término en el cual determinará si procede el cierre del 

proceso cuando el niño, niña o adolescente esté ubicado en medio familiar y 

ya se hubiera superado la vulneración de derechos; el reintegro al medio 

familiar cuando el niño se hubiera encontrado institucionalizado y la familia 

cuente con las condiciones para garantizar sus derechos; o la declaratoria de 

adoptabilidad cuando del seguimiento se hubiera establecido que la familia 

no cuenta con las condiciones para garantizar los derechos. 

 

En los casos excepcionales que la autoridad administrativa considere que debe 

superarse el término de seguimiento, deberá prorrogarlo mediante resolución 

motivada por un término que no podrá exceder de seis (6) meses, contados a 

partir del vencimiento del término de seguimiento inicial. La prórroga deberá 

notificarse por Estado. 

 

En ningún caso el Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos con 

el seguimiento podrá exceder los dieciocho (18) meses, contados a partir del 

conocimiento de los hechos por parte de la autoridad administrativa hasta la 

declaratoria de adoptabilidad o el reintegro del del niño, niña o adolescente 

a su medio familiar”. 

Para definir el asunto planteado es de resaltar que la Homologación desde 

siempre se ha instituido como mecanismo de revisión del debido proceso de las 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1878_2018.htm#6
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006_pr002.htm#100
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actuaciones administrativas adelantadas por I.C.B.F. en busca de la protección 

y el restablecimiento de los derechos de los menores, de manera que compete 

al Juez natural, por mandato del art. 119 No. 1 y 123 de la ley 1098 de 2006, 

verificar que en dicha actuación se haya observado el debido proceso y 

permitido la intervención de los interesados, amén de haberse notificado todas 

las decisiones adoptadas, resuelto las peticiones elevadas por los intervinientes y 

garantizado su derecho de defensa sin que ello implique una mera revisión formal 

y superficial de la actuación tal como lo ha establecido  la Corte Constitucional 

en sentencia  T-844 de 2011. 

“Los jueces como garantes de derechos máxime cuando se tratan de los 

derechos de sujetos de especial protección como lo son los menores de 

dieciocho años, deben ejercer su potestad para conocer en detalle el todo lo 

concerniente a la situación real de los niños, niñas y adolescentes que se 

solicitan dar en adopción. Su actuación no se puede limitar a ser fedantes del 

proceso administrativo –antes de protección hoy de restablecimiento- No. Su 

obligación como jueces en un Estado Social de Derecho y llamados como 

ninguno a proteger los derechos fundamentales de este grupo vulnerable, le 

imponen la obligación de indagar a fondo y requerir pruebas con el propósito 

de evitar que se incurran en errores como los que se cometieron en el caso bajo 

estudio. 

En suma, su labor exige el desempeño de un papel activo y comprometido con 

la tarea de proteger y propender por la realización efectiva de los derechos 

fundamentales de los menores de dieciocho años. En consecuencia, no se 

puede seguir admitiendo que los jueces de familia en un proceso que es de la 

mayor trascendencia para un verdadero restablecimiento de los derechos de 

los niños, niñas y adolescentes funjan como simples testigos de la actuación del 

ICBF. No, su actividad tiene que ir más allá y hacer uso de sus poderes oficiosos 

para decretar pruebas y lograr un verdadero convencimiento sobre las 

decisiones que están llamados a tomar.” (Sentencia T-844/11 Corte Const. 

M.P.:Jorge I. Pretelt Chaljub) (Negrillas  del Juzgado).  

En el caso bajo estudio corresponde definir la legalidad de la decisión 

tomada por la Comisaria Tercera de Mosquera en audiencia del veintitrés (23) de 

diciembre de dos mil veinte (2020) en cuanto a declarar la ubicación en medio 

familiar del adolescente JAIDER STEVEN QUEVEDO ARISTIZÁBAL de 14 años en el 

medio familiar de la progenitora, por hallarlo en estado de vulneración de sus 

derechos. 

 Sobre el particular, es de advertir que las personas menores de 18 años son 

sujetos de especial protección y que sus derechos tienen prelación constitucional 

cuya regulación legal está consagrada en la ley 1098 de 2006, conocida como 
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la ley de infancia y adolescencia, resaltando entre estos el derecho a la vida y a 

la calidad de vida, a la integridad personal y de protección. Precisamente éste 

último implica que los niños, niñas y adolescentes deben ser protegidos contra el 

abandono físico, emocional y psico-afectivo de sus padres o responsables y 

como medidas de restablecimiento de dichos derechos cuando han sido 

vulnerados o se encuentran en riesgo se encuentra la ubicación en medio 

familiar. 

Dicho lo anterior y para efectos de establecer la viabilidad o no de la 

homologación de la Resolución No 085 de 23 de diciembre de 2020 (págs. 124 a 

159) por medio de la cual se adoptaron medidas de restablecimiento de 

derechos a favor del menor JAIDER STEVEN QUEVEDO ARISTIZÁBAL, se debe tener 

presente el material probatorio recaudado dentro de la presente acción.  

 

En este preciso momento es pertinente referir que este despacho hará 

pronunciamiento respecto a la inconformidad del señor EDUIN ALEXANDER 

QUEVEDO JAIMES, la cual se centra en el otorgamiento de la custodia a favor de 

DIANA YASBLEIDY ARISTIZÁBAL. 

 

Como primera medida se establece que obra auto de apertura de 

investigación administrativa en favor del menor JAIDER STEVEN QUEVEDO 

ARISTIZÁBAL, hijo de los señores EDUIN ALEXANDER QUEVEDO JAIMES y DIANA 

YASBLEIDY ARISTIZÁBAL, con el fin de restablecerle sus derechos (pág. 89). 

 

Al lado de ello, el Despacho encuentra que se puede determinar con la 

abundante prueba documental que, al menor JAIDER STEVEN QUEVEDO 

ARISTIZÁBAL, le ha sido afectado emocionalmente, psicológica y 

psicoactivamente, debido a las discrepancias que existen entre los padres 

respecto del cuidado y tenencia de sus hijos JAIDER STEVEN QUEVEDO 

ARISTIZÁBAL y MIA SALOME QUEVEDO ARISTIZÁBAL y la relación de pareja por 

parte de la progenitora. 

 

Lo anterior se colige, en orden a lo relatado por el menor en diferentes 

escenarios, así como los diferentes dictámenes emitidos por los profesionales del 

equipo psicosocial de ICBF del municipio de Facatativá y de la Comisaria Tercera 

de Familia del municipio de Mosquera (págs. 7 a 10). 

 

En segundo lugar, téngase en cuenta que si es cierto la visita domiciliaria 

efectuada el 26 de febrero de 2020 en el lugar de residencia del señor QUEVEDO 
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JAIMES, esto es, en la carrera 2 B E No 16 A-51 Barrio Porvenir centro, da cuenta 

de las adecuadas condiciones de habitabilidad del padre también lo es, que el 

citado en dicha ocasión manifestó que: “según mi turno yo estoy pendiente de 

ellos” de lo que se infiere que no cuenta con la disponibilidad que se requiere 

para asumir de manera continua la custodia de sus hijos en tanto depende de 

los horarios de su trabajo, situación que se corrobra con la entrevista hecha al 

menor el 29 de abril de 2020, pues en el momento en que se indaga sobre la 

relación que tiene con progenitor sostuvo que: “…lo que pasa es que cuando yo 

estaba allá él como trabaja entonces no puede estar conmigo entonces yo estoy 

solo, y mi hermana donde mi abuela (…) la mayoría del tiempo estaba solo y 

como estaba solo entonces, tampoco me daba ganar de hacer los trabajos” 

continua diciendo “para ir a comer entonces me decía que tenía que ir donde 

mi abuela pero a veces no quería entonces no comía…” (pág. 7). 

 

Por otro lado, en el informe de verificación de garantías de derechos 

presentado por la psicóloga del ICBF Centro Zonal de Facatativá LADY DIANA 

RIAÑO SERNA, como conclusiones y recomendaciones se advirtió: “Así mismo, en 

la convivencia actual con el progenitor reside el padrastro del progenitor quien 

cuenta con denuncia ante la Fiscalía vigente por acto sexual desde el año 2011, 

situación que muestra riesgo para los menores de edad que residen en el mismo 

núcleo familiar…” (pág. 7 -71). 

 

Por su parte, la trabajadora social ANGIE TATIANA ZAMORA SILVA frente a 

ese tema sostuvo, que, en el momento en que los menores se encontraban a 

cargo del padre, este mientras laboraba delegaba su cuidado a su progenitora 

(abuela paterna) (pág. 9) y reconoce como factor de riesgo que los menores 

“estén bajo el mismo techo con una persona que cuente con dichos 

antecedentes” (pág. 116). 

 

Contrario a lo que sucede respecto del señor EDUIN ALEXANDER QUEVEDO 

JAIMES, la señora DIANA YASBLEIDY de acuerdo con la visita domiciliaria y 

valoración realizada el 29 de abril de 2020, cuenta con las condiciones 

adecuadas habitacionales para ejercer la custodia de JAIDER STEVEN QUEVEDO 

ARISTIZÁBAL, quien además está recibiendo acompañamiento en el proceso 

ejecutivo por parte de la madre quien también brinda “los benefactores frente a 

las necesidades del menor de edad”, por lo que, considera que el adolescente 

debe ser ubicado en el núcleo familiar de su progenitora teniendo en cuenta 

que “ella en la actualidad está ejerciendo el proceso de cuidado del mismo 

encargándose de suplir las necesidades de aquel (págs. 185 a 190 y 195). 
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Además de lo anterior, en la entrevista realizada al adolescente en esa 

misma fecha-29 de abril de 2020- este se pronunció diciendo que tanto la relación 

con su madre y su pareja actual es buena, pues frente a la madre adujó: “bien, 

con ella pues normal, jugamos, ella me ayuda a mirar los trabajos que me dejan 

en el colegio por la plataforma, compartimos el desayuno el almuerzo y ya, 

estamos en la casa y ya y vemos películas…” (pág. 2). Y con relación al 

compañero de DIANA YASBLEIDY señaló: “bien, él es chévere compartimos allá 

en la casa, cuando llega de trabajar vemos películas, comemos maíz, hablamos, 

molestamos, reímos entre los tres y ya…”. 

 

Finalmente, el menor afirmó: “… mi mama vivía en una finca y yo siempre 

vivía en la ciudad , entonces yo no estaba acostumbrado en vivir como en una 

finca, no había nada, entonces mi papá me dijo que me fuera a vivir con él en 

la ciudad, él me llevó a la comisaria para que yo hablara y dijera que mi mamá 

no nos daba de comer y todo eso, y yo dije todo eso para no volver a estar en 

esa finca, pero ello si nos daba de comer y todo eso, también que a mí me 

tocaba cuidar a mi hermana, pero en si no me tocaba porque ella no salía y si 

salía era muy poco tiempo  como 20 minutos, entonces yo no tenía que estar 

cuidándola mucho tiempo, luego de eso me fui con mi papá luego en lo de 

visitas mi papá no quería soltar a mi hermana para lo de la visita, ella golpeaba 

y mi papa no le abría ni nada. (pág. 3 cd 1)  

 

 Situaciones que para este caso cobran mayor relevancia, para que la 

ubicación del adolescente y custodia del mismo queden en cabeza de la 

progenitora, pues se itera, las medidas dispuestas tienen como fin de velar por el 

interés superior del menor.  
 

Criterio reiterado por PLATIN (Plan de Atención Integral de fecha mediante 

informe de data 21 de noviembre de 2020, quien, basado en las actuaciones 

administrativas adelantadas por la Comisaria de Familia, indica que JAIDER 

STEVEN QUEVEDO ARISTIZÁBAL debe permanecer en el medio familiar de su 

progenitora (pág. 109). 

 

Así las cosas, se puede determinar que la comisaria ha toma decisiones 

acertadas tenido en cuenta la circunstancia especial que rodea este caso, 

decisión tomada a fin de brindar apoyo y proteger los derechos del menor.  
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Es por tal motivo que la suscrita realizando un estudio detallado de las 

pruebas obrantes al expediente, concluye que la medida de RESTABLECIMIENTO 

DE DERECHOS, se ajusta a los hechos y conforme derecho corresponde, 

aclarando a los interesados que el objeto no es separar al menor de su 

progenitor, ni que este no siga ejerciendo su roll de padre, pues para que el 

menor tenga estabilidad emocional, psicológica y seguridad, deben cesar todos 

los actos que pueda afectar su entorno e integridad, buscando la ayuda 

profesional respectiva, a fin de que exista un efectivo restablecimiento de 

derechos. 

 

Acorde a lo ya expuesto, a juicio del juzgado se ajustó a derecho la medida 

de restablecimiento de derechos que fuera adoptada por la Comisaría Tercera 

de Familia de Mosquera en resolución del 23 de diciembre de 2020, pues con la 

misma es evidente que no se busca otra cosa que proteger los derechos 

fundamentales de los menor JAIDER STEVEN QUEVEDO ARISTIZÁBAL, razón por la 

que este juzgado, al tenor de lo dispuesto por el artículo 100 del Código de la 

Infancia y la Adolescencia y evidenciándose que se cumplieron los requisitos de 

ley en el trámite administrativo, deberá homologar dicha resolución. 

 

Por lo expuesto, LA JUEZ CIVIL MUNICIPAL DE MOSQUERA – CUNDINAMARCA- 

ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA 

LEY 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: HOMOLOGAR la Resolución No 085 del veintitrés (23) de diciembre 

de dos mil veinte (2020), por medio de la cual la Comisaria Tercera de Familia de 

Mosquera - C/marca, adoptó medida de RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS a 

favor del menor JAIDER STEVEN QUEVEDO ARISTIZÁBAL. 

 

SEGUNDO: ADVERTIR que contra la presente SENTENCIA DE HOMOLOGACIÓN 

no procede recurso alguno. 

 

TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión al señor EDUIN ALEXANDER QUEVEDO 

JAIMES y a DIANA YASBLEIDY ARISTIZÁBAL para lo pertinente. 

 

 

CUARTO:  Por contener la presente providencia firma electrónica se presume 

autentica y la misma podrá ser validada a través del 
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siguiente link: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/valid

arDocumento 

 

QUINTO: DEVOLVER las diligencias a la Comisaría de origen, previa anotación 

en los radicadores.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

MARIA DEL PILAR OÑATE SANCHEZ  

JUEZ MUNICIPAL 

JUZGADO 001 CIVIL MUNICIPAL DE MOSQUERA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: a51e06cfe306da4b7167e0863906d327ee713d321a671066c06a04cb7eaaf5c4 

Documento generado en 24/05/2021 10:07:57 AM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/validarDocumento
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/validarDocumento


 

 
 
 
 
 
 
 
 

LA ANTERIOR PROVIDENCIA SE NOTIFICA 

POR ESTADO N º 034  DE VEINTICINCO (25) DE MAYO DE DOS MIL 
VEINTIUNO (2021) FIJADO A LA HORA DE LAS 8:00 A.M. 

 
BERNARDO OSPINA AGUIRRE 

SECRETARIO 
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  Mosquera, mayo veinticuatro (24) de dos mil veintiuno 

PROCESO No2021-00424 

            

Procede el despacho a resolver lo que en derecho corresponda 

respecto de la homologación de la decisión emitida por parte de la 

Comisaria Tercera de Familia del Municipio de Mosquera.    

 

A N T E C E D E N T E S 

 

Mediante Resolución No 074 de fecha el día veinticinco (25) noviembre 

de dos Mil veinte (2020), la Comisaria Tercera de Familia de esta 

municipalidad, adoptó entre otras como medidas de restablecimiento de 

derechos del menor LAURA SOFIA SILVA CARRIÓN las siguientes: 

 

1.-Confirmar las medidas de restablecimiento de derechos de: 

 

1.1-Amonestación, ubicación con la familia de origen de la 

progenitora JOHANNA SIRLEY CARRIÓN GÓMEZ quien velará por su cuidado 

y protección, asistencia necesaria para su formación integral en lo 

relacionado con la educación, hábitos morales, salud, normas de 

convivencia etc. Adicional a ello, se dejó expreso que no podrá dejar sola 

a Laura Sofia y que cuando tenga que salir a cumplir con sus deberes 

laborales, esta deberá ser cuidada por un mayor de edad responsable. 

 

1.2.-Intervención y/o atención terapéutica. 

 

1.3-Proteccion especial de policía. 

 

1.4.-Visitas vigiladas por parte de quien obstenta la custodia. 

 

1.5.-Cuidado personal y garantizar el cuidado de la menor por parte 

de institución y/o persona natural autorizada por la Secretaría de Desarrollo 

Social y/o ICBF. 

 

2.- Continuar con el proceso de intervención psicosocial con la familia 

a través del equipo interdisciplinario de la comisaria, por el término señalado 

en la Ley. 
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La aludida resolución fue notificada en estrados a las partes 

intervinientes; sin embargo, en memorial presentado el dieciséis (16) de 

diciembre del año dos mil veinte (2020), en nombre propio el progenitor 

manifiesta su inconformidad respecto al régimen de visitas establecido, 

 

Adujo que no le ha sido posible ver su hija toda vez que “la niegan o 

no se encuentran y al llamar” no responde. 

 

Solicita agilizar las investigaciones pertinentes con el fin de dar con el 

paradero del agresor de su hija, pues afirma que la menor corre peligro al 

convivir con sus tíos y abuelos. También pide que las personas que residen 

bajo el mismo techo que Laura Sofia sean examinados por un médico. 

 

Por auto calendado cinco (05) de enero del año en curso, la Comisaria 

Tercera de familia de esta municipalidad, remitió las presentes diligencias a 

este despacho judicial, ante la inconformidad ante señalada, las cuales 

fueron recibidas mediante correo institucional 

demandasnuevasj01@cendoj.ramajudicial.gov.co, el día veinticuatro (24) de 

marzo de 2021. 

 

Consecuencia de lo anterior, entra el juzgado a resolver lo que 

corresponda respecto de la referida homologación. 

 

C O N S I D E R A C I O N E S: 

 

Los presupuestos procesales se encuentran reunidos a cabalidad en el 

caso analizado. Lo anterior indica que la jurisdicción del Estado se 

encuentra legalmente habilitada para emitir un concepto de mérito, como 

al efecto se procede. 

 

Pues bien, las medidas de restablecimiento de derechos son decisiones 

de naturaleza administrativa que decreta la autoridad competente para 

garantizar y restablecer el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y 

adolescentes. Pueden ser provisionales o definitivas, y deberán ser acordes 

con el derecho amenazado o vulnerado, garantizando, en primer término, 

el derecho del menor de edad a permanecer en el medio familia. 

 

El artículo 98 del Código de la Infancia y la Adolescencia establece: 

 

mailto:demandasnuevasj01@cendoj.ramajudicial.gov.co
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 “En los municipios donde no haya Defensor de Familia, las funciones 

que este Código le atribuye serán cumplidas por el Comisario de 

Familia. En ausencia de ese último, las funciones asignadas al 

defensor al Comisario de Familia corresponderán al Inspector de 

Policía. 

  

A su vez el artículo 53 ibidem, indica que:  

 

“Son medidas de restablecimiento de los derechos de los niños, las 

niñas y los adolescentes las que a continuación se señalan. Para el 

restablecimiento de los derechos establecido en este Código, la 

autoridad competente tomará alguna o varias de las siguientes 

medidas: 

  

1.  Amonestación con asistencia obligatoria a curso pedagógico. 

  

2.  Retiro inmediato del niño, niña o adolescente de la actividad que 

amenace o vulnere sus derechos o de las actividades en que se 

pueda encontrar y ubicación en un programa de atención 

especializada para el restablecimiento del derecho vulnerado.  

  

3.  Ubicación inmediata en medio familiar. 

  

4.  Ubicación en centros de emergencia para los casos en que no 

procede la ubicación en los hogares de paso. 

  

5.  La adopción. 

  

6.  Además de las anteriores, se aplicarán las consagradas en otras 

disposiciones legales, o cualquier otra que garantice la protección 

integral de los niños, las niñas y los adolescentes. 

  

7.  Promover las acciones administrativas o judiciales a que haya 

lugar. 

  

Parágrafo 1º. La autoridad competente deberá asegurar que en 

todas las medidas provisionales o definitivas de restablecimiento de 

derechos que se decreten, se garantice el acompañamiento a la 

familia del niño, niña o adolescente que lo requiera...” 

  

Por su parte el artículo 103 de la misma obra, modificado por el 

artículo modificado por el artículo  6 de la Ley 1878 de 2018, consagra: 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1878_2018.htm#6


 

República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público 

JUZGADO CIVIL MUNICIPAL MOSQUERA CUNDINAMARCA 
 

 

 

 
 
 

  

 “CARÁCTER TRANSITORIO DE LAS MEDIDAS DE RESTABLECIMIENTO DE 

DERECHOS Y DE LA DECLARATORIA DE VULNERACIÓN. La autoridad 

administrativa que tenga la competencia del proceso podrá 

modificar las medidas de restablecimiento de derechos previstas en 

este Código cuando esté demostrada la alteración de las 

circunstancias que dieron lugar a ellas. La resolución que así lo 

disponga se proferirá en audiencia y estará sometida a los 

mecanismos de oposición establecidos para el fallo en el 

artículo 100 del presente Código, cuando la modificación se genere 

con posterioridad a dicha actuación. 

 

El auto que fije fecha y hora para la audiencia se notificará por 

estado y no tendrá recursos. 

 

Cuando el cambio de medida se produzca antes de la audiencia de 

pruebas y fallo, deberá realizarse mediante auto motivado, 

notificado por estado, el cual no es susceptible de recurso alguno. 

 

En los procesos donde se declare en situación de vulneración de 

derechos a los niños, niñas y adolescentes, la autoridad 

administrativa deberá hacer seguimiento por un término que no 

exceda seis (6) meses, contados a partir de la ejecutoria del fallo, 

término en el cual determinará si procede el cierre del proceso 

cuando el niño, niña o adolescente esté ubicado en medio familiar 

y ya se hubiera superado la vulneración de derechos; el reintegro al 

medio familiar cuando el niño se hubiera encontrado 

institucionalizado y la familia cuente con las condiciones para 

garantizar sus derechos; o la declaratoria de adoptabilidad cuando 

del seguimiento se hubiera establecido que la familia no cuenta con 

las condiciones para garantizar los derechos. 

 

En los casos excepcionales que la autoridad administrativa considere 

que debe superarse el término de seguimiento, deberá prorrogarlo 

mediante resolución motivada por un término que no podrá exceder 

de seis (6) meses, contados a partir del vencimiento del término de 

seguimiento inicial. La prórroga deberá notificarse por Estado. 

 

En ningún caso el Proceso Administrativo de Restablecimiento de 

Derechos con el seguimiento podrá exceder los dieciocho (18) 

meses, contados a partir del conocimiento de los hechos por parte 

de la autoridad administrativa hasta la declaratoria de 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006_pr002.htm#100
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adoptabilidad o el reintegro del del niño, niña o adolescente a su 

medio familiar”. 

Para definir el asunto planteado es de resaltar que la Homologación 

desde siempre se ha instituido como mecanismo de revisión del debido 

proceso de las actuaciones administrativas adelantadas por I.C.B.F. en 

busca de la protección y el restablecimiento de los derechos de los 

menores, de manera que compete al Juez natural, por mandato del art. 119 

No. 1 y 123 de la ley 1098 de 2006, verificar que en dicha actuación se haya 

observado el debido proceso y permitido la intervención de los interesados, 

amén de haberse notificado todas las decisiones adoptadas, resuelto las 

peticiones elevadas por los intervinientes y garantizado su derecho de 

defensa sin que ello implique una mera revisión formal y superficial de la 

actuación tal como lo ha establecido  la Corte Constitucional en 

sentencia  T-844 de 2011. 

“Los jueces como garantes de derechos máxime cuando se tratan 

de los derechos de sujetos de especial protección como lo son los 

menores de dieciocho años, deben ejercer su potestad para 

conocer en detalle el todo lo concerniente a la situación real de los 

niños, niñas y adolescentes que se solicitan dar en adopción. Su 

actuación no se puede limitar a ser fedantes del proceso 

administrativo –antes de protección hoy de restablecimiento- No. Su 

obligación como jueces en un Estado Social de Derecho y llamados 

como ninguno a proteger los derechos fundamentales de este grupo 

vulnerable, le imponen la obligación de indagar a fondo y requerir 

pruebas con el propósito de evitar que se incurran en errores como 

los que se cometieron en el caso bajo estudio. 

En suma, su labor exige el desempeño de un papel activo y 

comprometido con la tarea de proteger y propender por la 

realización efectiva de los derechos fundamentales de los menores 

de dieciocho años. En consecuencia, no se puede seguir admitiendo 

que los jueces de familia en un proceso que es de la mayor 

trascendencia para un verdadero restablecimiento de los derechos 

de los niños, niñas y adolescentes funjan como simples testigos de la 

actuación del ICBF. No, su actividad tiene que ir más allá y hacer uso 

de sus poderes oficiosos para decretar pruebas y lograr un verdadero 

convencimiento sobre las decisiones que están llamados a 

tomar.” (Sentencia T-844/11 Corte Const. M.P.:Jorge I. Pretelt 

Chaljub) (Negrillas  del Juzgado). 
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En el caso bajo estudio corresponde definir la legalidad de la decisión 

tomada por la Comisaria Tercera de Mosquera en audiencia del veinticinco (25) 

de noviembre de dos mil veinte (2020) en cuanto a declarar la ubicación en medio 

familiar con la progenitora JOHANNA SIRLEY CARRIÓN GÓMEZ y visitas 

vigiladas por parte de quien obstenta la custodia entre otras, de la menor 

LAURA SOFIA SILVA CARRIÓN de 3 años, por hallarla en estado de vulneración 

de sus derechos. 

 Sobre el particular, es de advertir que las personas menores de 18 

años son sujetos de especial protección y que sus derechos tienen prelación 

constitucional cuya regulación legal está consagrada en la ley 1098 de 

2006, conocida como la ley de infancia y adolescencia, resaltando entre 

estos el derecho a la vida y a la calidad de vida, a la integridad personal y 

de protección. Precisamente éste último implica que los niños, niñas y 

adolescentes deben ser protegidos contra el abandono físico, emocional y 

psico-afectivo de sus padres o responsables y como medidas de 

restablecimiento de dichos derechos cuando han sido vulnerados o se 

encuentran en riesgo se encuentra la ubicación en medio familiar. 

Dicho lo anterior y para efectos de establecer la viabilidad o no de la 

homologación de la Resolución No 074 de 25 de noviembre de 2020 (págs. 

492 A 518) por medio de la cual se adoptaron medidas de restablecimiento 

de derechos a favor de la menor LAURA SOFIA SILVA CARRIÓN, se debe 

tener presente el material probatorio recaudado dentro de la presente 

acción.  

 

Como primera medida se establece que obra auto de apertura de 

investigación administrativa en favor de la menor LAURA SOFIA SILVA 

CARRIÓN, hija de los señores JOHANNA SIRLEY CARRIÓN GÓMEZ y LUIS 

HUMBERTO SILVA SILVA, con el fin de restablecerle sus derechos (pág. 55). 

 

Al lado de ello, el Despacho encuentra que se puede determinar con 

la abundante prueba documental que, a la menor LAURA SOFIA SILVA 

CARRIÓN, le ha sido afectado emocionalmente, psicológica y 

psicoactivamente, debido a las discrepancias que existen entre los padres 

respecto del cuidado y tenencia de su hija, además, de la sospecha de 

abuso sexual que se presenta debido a las lesiones encontradas en región 

anal hasta las 18+00 sugestivas de condilomas. 
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Lo anterior se colige, en orden a lo relatado por la menor en la 

entrevista que se le hiciera en la valoración psicológica, así como el informe 

suministrado por ESE Hospital María Auxiliadora y los diferentes dictámenes 

emitidos por los profesionales del equipo psicosocial de la Comisaria Tercera 

de Familia del municipio de Mosquera. 

 

Ahora, en este preciso momento es pertinente referir que este 

despacho hará pronunciamiento respecto a la inconformidad del señor LUIS 

HUMBERTO SILVA SILVA, la cual se centra en el régimen de visitas 

determinado. 

 

Frente a la inconformidad, dígase, simplemente, que en el momento 

en que profirió la Resolución mediante la cual se establecieron las visitas 

(págs. 72 y 73), ese dislate jamás fue puesto en conocimiento de la 

Comisaria Tercera de Familia dentro de las oportunidades procesales para 

tal efecto, al respecto nótese que el numeral octavo de la audiencia de 3 

de enero de 2020 se advirtió a los asistentes que:  

 

Octavo: Se le informa a los comparecientes que sin perjuicio de 

las acciones penales de que trata el artículo 233 del Código 

Penal, la presente resolución es la primera copia y su auto 

aprobatorio prestan mérito ejecutivo a la luz de lo preceptuado 

en el artículo 136 de Decreto 2737 de 1989 además que de 

conformidad con el numeral 2 del artículo 111 del Código de la 

Infancia y la Adolescencia y parágrafo 3 del artículo 1 de la Ley 

1878 de 2018 "pero solo se remitirá al Juez si alguna de las partes 

lo solicita dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes" en el 

evento de no se solicitar la remisión al Juzgado esta decisión 

quedará en firme. (Resaltado del Juzgado) 

  

Desde luego que, si la decisión en lo que tiene que ver con las visitas 

no fue objeto de reparo en el término concedido para ello, por ende, se 

encuentra en firme, mal podría el Despacho hacer uso de este mecanismo 

procesal para revivir las oportunidades que, otrora, se malbarataron. 

 

   

Adicional a lo anterior, téngase en cuenta el concepto emitido por 

PLATIN (Plan de Atención Integral de fecha mediante informe de data 21 



 

República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público 

JUZGADO CIVIL MUNICIPAL MOSQUERA CUNDINAMARCA 
 

 

 

 
 
 

de noviembre de 2020, quien, basado en las actuaciones administrativas 

adelantadas por la Comisaria de Familia, indica que LAURA SOFIA SILVA 

CARRIÓN debe permanecer en el medio familiar de su progenitora (pág. 

413). 

 

Así las cosas, se puede determinar que la comisaria ha toma decisiones 

acertadas tenido en cuenta la circunstancia especial que rodea este caso, 

decisión tomada a fin de brindar apoyo y proteger los derechos de la 

menor.  

 

Es por tal motivo que la suscrita realizando un estudio detallado de las 

pruebas obrantes al expediente, concluye que la medida de 

restablecimiento de derechos, se ajusta a los hechos y conforme derecho 

corresponde, aclarando a los interesados que el objeto no es separar al 

menor de su progenitor, ni que este no siga ejerciendo su roll de padre, pues 

para que el menor tenga estabilidad emocional, psicológica y seguridad, 

deben cesar todos los actos que pueda afectar su entorno e integridad, 

buscando la ayuda profesional respectiva, a fin de que exista un efectivo 

restablecimiento de derechos. 

 

Acorde a lo ya expuesto, a juicio del juzgado se ajustó a derecho la 

medida de restablecimiento de derechos que fuera adoptada por la 

Comisaría Tercera de Familia de Mosquera en resolución del veinticinco (25) 

de noviembre de dos mil veinte (2020), pues con la misma es evidente que 

no se busca otra cosa que proteger los derechos fundamentales de los 

menor LAURA SOFIA SILVA CARRIÓN, razón por la que este juzgado, al tenor 

de lo dispuesto por el artículo 100 del Código de la Infancia y la 

Adolescencia y evidenciándose que se cumplieron los requisitos de ley en 

el trámite administrativo, deberá homologar dicha resolución. 

 

Por último, este no es el escenario natural para ventilar las controversias 

suscitadas por el presunto delito de abuso sexual en contra de la menor, lo 

que de suyo excede la competencia de este Juzgado, pues se estaría 

invadiendo órbitas que por ley le han sido asignadas a otras instancias. 

Como tampoco es el momento para solicitar nuevas pruebas toda vez que 

la etapa probatoria dentro de este asunto, se encuentra precluida. 
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Por lo expuesto, LA JUEZ CIVIL MUNICIPAL DE MOSQUERA – C/MARCA, 

Administrando Justicia En Nombre De La República De Colombia Y Por 

Autoridad De La Ley; 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: HOMOLOGAR la Resolución No 074 del veinticinco (25) de 

noviembre de dos mil veinte (2020), por medio de la cual la Comisaria 

Tercera de Familia de Mosquera - C/marca, adoptó medida de 

restablecimiento de derechos a favor del menor LAURA SOFIA SILVA 

CARRIÓN. 

 

SEGUNDO: ADVERTIR que contra la presente sentencia de 

homologación no procede recurso alguno. 

 

TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión al señor LUIS HUMBERTO SILVA 

SILVA. 

 

CUARTO:  Ejecutoriada esta sentencia, por contener la firma 

electrónica se entiende que se presume autentica y la misma podrá ser 

validada a través del 

siguiente link: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/

validarDocumento 

 

QUINTO: DEVOLVER las diligencias a la Comisaría de origen, previa 

anotación en los radicadores.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 

 

 

 

 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/validarDocumento
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/validarDocumento
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